

Santiago, veintiséis de octubre de dos mil veintiséis.

Vistos y teniendo presente:

PRIMERO: Que, en estos autos, rol de esta Corte Suprema Nº 59.871-2024, caratulados “Peña con Defensoría Penal Pública”, juicio ordinario de indemnización de perjuicios por falta de servicio, por sentencia interlocutoria de veintiocho de enero de dos mil veinticuatro la Corte de Apelaciones de Santiago confirmó una resolución de primera instancia, por medio de la cual se declaró el abandono del procedimiento.
En contra de dicha sentencia de segundo grado la demandante interpuso recurso de casación en el fondo.
Se ordenó traer los autos en relación y se procedió a la vista de dicho recurso.
SEGUNDO: Que en su arbitrio de nulidad sustancial la recurrente denuncia que con el fallo recurrido se infringen los artículos 152, 339 y 432 del Código de Procedimiento Civil.
Plantea que el impulso procesal era del tribunal y no de las partes del juicio, porque habiendo recibido la resolución de la Corte de Apelaciones que modificó el
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auto de prueba, correspondía dictar el “cúmplase” y disponerse un término especial de prueba, como lo dispone el artículo 339 antes señalado. Añade que, aun de considerarse que no resultaba procedente dictar el cúmplase, este debía citar a las partes a oír sentencia, como lo ordena el artículo 432 del Código de Procedimiento Civil.
En cuanto al artículo 152 del cuerpo legal ya mencionado, existiría una errada aplicación de él, considerando que la institución de abandono de procedimiento exige que el impulso procesal del juicio se encuentre en las partes y no en el Tribunal, ya que lo que sanciona es la inactividad de las partes del juicio.
TERCERO: Que, conforme consta de lo asentado en la causa, son actuaciones que viene al caso referir, las siguientes:
1.- Habiendo ya concluido el término probatorio, el

18 de agosto de 2023 el tribunal ingresa la resolución dictada el 21 de julio de 2023 por la Corte de Apelaciones  de  Santiago,  que  acogió  una  apelación



presentada contra el auto de prueba, eliminando el punto

2 de aquél.

2.- El 21 de agosto de 2023 se provee “A sus autos”.
3.- El 13 de octubre de 2023 el 2° Juzgado de Letras de Iquique dicta una resolución en Exhorto N°833-2023, relativo a esta causa, en que ordena devolverlo, atendido el tiempo transcurrido y que no se continuó con su diligenciamiento.
4.- El 17 de octubre de 2023 el tribunal proveyó lo anterior “A sus autos”.
5.- El 19 de abril de 2024 el demandado interpone incidente de abandono de procedimiento.
CUARTO: Que en el fallo impugnado se acogió el incidente de abandono del procedimiento fundado en que el articulo 339 del Código de Procedimiento Civil no resulta aplicable al presente caso, toda vez que la decisión de la Corte de Apelaciones de Santiago fue eliminar un punto de prueba, por lo que no procede rendir nueva prueba en el juicio. Luego, que siendo la última resolución recaída en gestión útil la del 14 de octubre de 2023, después de



lo cual pasaron más de 6 meses hasta la presentación del incidente de abandono de procedimiento, ocurrido el 19 de abril de 2024, se cumplen los requisitos legales para declarar el abandono del procedimiento.
En este punto es necesario consignar que yerra el tribunal con la fecha de la última resolución recaída en gestión útil, pues data del día 17 del mes de octubre de 2023, y no el día 14, lo que en todo caso no influye en el razonamiento que se hará a continuación.
QUINTO: Que lo primero a señalar, es que tal como lo indicó el fallo recurrido, el artículo 339 del Código de Procedimiento Civil no resulta aplicable en la especie, toda vez que en su inciso cuarto refiere la apertura de un término especial de prueba en el caso que se acoja la apelación subsidiaria del artículo 319 del ya señalado cuerpo legal, lo que necesariamente sólo dice relación con aquellos casos en que se incorpore un nuevo punto de prueba o se modifique alguno, pero no en un caso como el presente, en que se eliminó un punto de la interlocutoria de prueba, toda vez que es posible colegir que la prueba rendida durante el término probatorio, ya



concluido, se refirió a los puntos de prueba que se mantuvieron, no siendo necesario rendir prueba adicional o nueva.
SEXTO: Que, en seguida, resulta relevante subrayar

-en lo atingente- el tenor del artículo 152 del Código de Procedimiento Civil, conforme al cual el instituto del abandono del procedimiento se torna aplicable cuando “todas las partes cesan en su prosecución” por el término señalado al efecto. Por consiguiente, la previsión legal se presenta suficientemente elocuente e indicativa de que la proactividad necesaria recae primariamente en las partes y, en particular, en el demandante, de momento que ha sido éste quien ha promovido y requerido la intervención de la autoridad jurisdiccional.
SEPTIMO: Que, en la especie, como ha quedado reseñado precedentemente, los argumentos en que el recurrente apoya su impugnación se dirigen a relevar que el “impulso procesal”, o sea, la carga o deber de hacer que el proceso avance recaía en el tribunal y no en las partes, particularmente en el demandante, porque era el órgano jurisdiccional el que debía dictar la resolución



que manda cumplir aquella otra pronunciada por la Corte de Santiago que modificó el auto de prueba y debía disponer la apertura de un término especial de prueba – alegación que ya fue descartada- o, en subsidio de aquello, debía citar a las partes a oír sentencia.
Sin embargo, la tesis del recurrente tropieza con el propio artículo 152 del Código de Procedimiento Civil, de cuyo texto y sentido se colige que el imperativo de procurar la progresión de la causa recae en los litigantes. Esto que se esboza es ratificado y resulta también coherente con la regla general del artículo 10 del Código Orgánico de Tribunales conforme al cual los tribunales no pueden ejercer su ministerio sino a petición de parte, salvo en los casos en que la ley los faculte para proceder de oficio. En suma, en asuntos de esta índole rige el impulso de parte, a menos que la ley haya consagrado una norma de oficialidad, como acontece en procedimientos de otra clase, disposición que no existe en estas materias.
OCTAVO: Que de lo indicado se deduce que la circunstancia de que el tribunal hubiera debido dictar el



“cúmplase” de la resolución dictada por la Corte de Apelaciones en que acogió un recurso de apelación presentado contra el auto de prueba, o bien, que concluido el término probatorio hubiera debido citar a las partes a oír sentencia, no excluye la carga que recae en las partes en orden a requerir al tribunal el avance del proceso, solicitando se disponga lo que sea pertinente al estado procesal del juicio, menos todavía si los litigantes y, especialmente el actor, dejaron transcurrir más de 6 meses de inactividad hasta que la parte demandada interpusiera el incidente de abandono de procedimiento. Ese período de dejadez excede, con creces, el plazo de seis meses que contempla el citado artículo
152 del Código de Procedimiento Civil, como condición necesaria para la declaración del abandono del procedimiento.
NOVENO: Que, consecuentemente, constando que todas las partes cesaron en la prosecución del procedimiento por un lapso superior a los 6 meses, sin que instaran en modo alguno para que la causa avanzara, se satisfacen los presupuestos que exige el señalado artículo 152, de



manera que los sentenciadores del grado aciertan en la correcta aplicación de las normas legales invocadas en el recurso, por lo que no se ha cometido el error de derecho denunciado, lo que conduce a desestimarlo.
Por estas consideraciones, y de conformidad, además, con lo dispuesto en el artículo 782 del Código de Procedimiento Civil, se rechaza el recurso de casación en el fondo deducido en lo principal de la presentación de veinticuatro de noviembre de dos mil veinticuatro, en contra de la sentencia dictada por la Corte de Apelaciones de Santiago el veintiocho de octubre de dos mil veinticuatro.
Redacción  a  cargo  del  Abogado  Integrante  Sr.

Valdivia.

Regístrese y devuélvase. Rol Nº 59.871-2024.
Pronunciado por la Tercera Sala de esta Corte Suprema integrada por los Ministros (as) Sra. Adelita Ravanales A., Sr. Gonzalo Ruz L. y Sra. Eliana Quezada M. (s) y por los Abogados Integrantes Sra. Fabiola Lathrop G. y Sr. José Miguel Valdivia O. No firman, no obstante haber concurrido a la vista y al acuerdo de la causa, la



Ministra Sra. Quezada y la Abogada Integrante Sra. Lathrop por no encontrarse disponible sus dispositivos electrónicos de firma.
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En Santiago, a veintiséis de octubre de dos mil veintiséis, se incluyó en el Estado Diario la resolución precedente.
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